STJSL-S.J. – S.D. Nº 121/20.-

--En la Provincia de San Luis, a veinte días del mes de noviembre de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “PALACIO RAMÓN MARINO - ABUSO SEXUAL CALIFICADO POR ACCESO CARNAL - JUICIO ORAL -RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX PEX Nº 200768/16.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dra. LILIA ANA NOVILLO, y habiendo asumido los Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, como nuevos Ministros del Superior Tribunal, pasaron a estudio en el siguiente orden: CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por el defensor del imputado, Dr. Juan Orlando Villegas?
II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

VI) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por el defensor del imputado, Dr. Candido Assat?

VII) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

VIII) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IX) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

X) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que, mediante ESCEXT N° 12694143, de fecha 08/10/19, el defensor del condenado Ramón Marino Palacio, Dr. Juan Orlando Villegas, interpone recurso de casación en contra de la sentencia condenatoria N° 19 dictada en fecha 04/10/19 por la Excma. Cámara del Crimen de Concarán, Tercera Circunscripción Judicial, integrada por el veredicto de fecha 25/09/19 (actuación Nº 12582749) y los fundamentos de fecha 04/10/19 (actuación Nº 12662308), que declaró a su pupilo CULPABLE como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de Iara Victoria López; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a Iara Victoria López (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), Arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de Sofía Belén Rodríguez, condenándolo a sufrir la pena de VEINTIOCHO AÑOS DE PRISIÓN, accesorias legales y costas procesales. 
Los fundamentos recursivos son presentados por ESCEXT Nº 12765462 en fecha 17/10/19. 
2) Que corresponde tratar en primer lugar la procedencia formal del recurso intentado, con el objeto de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos exigidos por la ley procesal vigente, en punto a la admisibilidad del recurso.

En este sentido, se advierte de las constancias del sistema IURIX, que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, conforme los plazos establecidos por el art. 430 del C.P.Crim. 
Asimismo, la pieza cuestionada proviene de una Cámara de Apelación y es definitiva. Además de ello, no es exigible el depósito (cfr. art. 431 del CPCrim.), lo que me conduce a concluir en la admisibilidad formal del recurso.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Agravios del recurrente: Expresa la defensa que la sentencia impugnada es arbitraria porque viola la jerarquía de las normas vigentes, se aparta de aplicar el texto expreso de la ley, viola los derechos humanos, es discriminatoria, vulnera el principio de legalidad y de contradicción, y lo más grave es que priva a la parte del libre ejercicio de la profesión de abogado, obviamente el derecho de defensa. (Art.425 ss.y concordantes del C.P.Criminal).
Sostiene que la sentencia da por tierra con los avances del sistema IURIX e implica consentir un fraude informático que desprestigia el funcionamiento del Poder Judicial de San Luis, que llega al extremo de no advertir que durante la instrucción del proceso nunca se vinculó al defensor, se le concedió la prórroga del art. 40 de la Constitución Provincial, se ocultó la causa principal y se crearon 8 expedientes paralelos también con carátula oculta sin vinculación ni acceso a la defensa técnica, llegando al extremo de privarlo del ejercicio de la profesión de abogado y por ende dejando sin defensa al ahora condenado RAMÓN MARINO PALACIO.
Agrega que la Excma. Cámara ordenó producir una pericial informática y que de la misma surge que en la causa principal no había NINGUNA ACTUACIÓN desde el 13 de septiembre de 2016, 15 de septiembre de 2016 -día de la INDAGATORIA -carátula oculta- y recién el día 22 de septiembre de 2016- saliendo a despacho el día 23 de septiembre 2016, es que se incorporan las 8 causas paralelas donde tramitaron todas las medidas de prueba de la instrucción, y el INFORME de Cámara Gesell es agregado el día 21/09/16, cuando se había vencido la prórroga del art. 40 de la Constitución Provincial, por lo que es tan grande el desorden de cómo se han cargado las causas paralelas que estamos en presencia de un claro y contundente como bochornoso fraude procesal informático.

Sostiene que sobre esta base probatoria ilegal, es que el fallo impugnado desconoce -oculta- el INFORME de fecha 27/04/2017 del entonces Secretario de la Cámara Penal, el Dr. ALDO ARRIETA, que además de ilustrativo es lapidario, destacando que la DUPLICACIÓN DE EXPEDIENTES “…que no habían sido elevados ni acumulados a la causa….fueron creados para dificultar el acceso de la Defensa, detectándose notorias irregularidades, en la tramitación de los exptes...” 

Relata que la indagatoria se recepcionó el día 15 de septiembre de 2016 a la hora 17 y en el mismo acto se peticionó la prórroga del art. 40 de la Constitución Provincial. Que se vinculó a la parte el día 19 de septiembre de 2016 al expte. Principal -pero en esa causa no había actuaciones, y NO SE HABÍAN ACUMULADO LOS OFR-200768/OFR-200768/2- OFR-200768/3-OFR-200768/4 y OFR-200768/5., donde se produjeron las actuaciones procesales y en las cuales  fue vinculado el día 22 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2016, saliendo a despacho el día 23 de SEPTIEMBRE DE 2016, cuando se acumularon las causas paralelas, es decir al VENCIMIENTO del plazo de la prórroga concedida a la defensa, situación de “violencia de moral extrema” que lo obligó a apersonarse ante el Dr. Saa Zarandon y el Dr. Aldo Arrieta donde juntos tampoco pudieron acceder a la causa. 

Manifiesta que la defensa sin poder acceder al expediente y con la sola exhibición por Secretaría del Dr. D´Agatta el día 22 de septiembre de 2018 del video de Cámara Gesell, en el cual se advierte que la Licenciada Bustos, direccionaba la entrevista a la imputación del hecho en forma reiterada, interrumpiendo la entrevista con recepción de llamadas a su Handy sin que dicho extremo conste en su Informe, no presentado en legal forma y nunca visualizado en la pantalla de la defensa como se acredita con la captura de la misma y que podrá certificar la SECRETARÍA DE INFORMATICA del Superior Tribunal de Justicia. La Actuación Digital N° 6097573- Informe Psicológico de Cámara Gesell nunca se incorporó al principal.
Destaca la GRAVE OMISIÓN DE VALORACIÓN de la causa y que surgen de los OFR-. OFR200768/2; 200768/3; 200768/4; 200768/5., acumulados el día 22 DE SEPTIEMBRE DE 2016, en lo que obraban informes de la Médica Ginecóloga, de la Perito Psicóloga, el resultado de los allanamientos, los comparendos espontáneos, sin que la defensa tuviera acceso a la causa, y esto no es desigualdad entre las partes, es claramente una expresa VIOLACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA.
Agrega que la grave omisión procesal ocultada deliberadamente no puede ser suplida con el INFORME DEL ACTUARIO de fecha 22 de septiembre de 2016. 
Sostiene que en esa prueba de Cámara Gesell NULA DE NULIDAD ABSOLUTA es que se basa el fallo impugnado, con una condena que no solo excede a la petición del Ministerio Fiscal sino que la justifica la violación del debido proceso, y cuestiona el fallo del Superior Tribunal en la causa “G.E.A. AV. HOMICIDIO CALIFICADO EN GRADO DE TENTATIVA-RECURSO DE CASACION”, donde el Superior Tribunal de Justicia justamente hace lugar a la casación por violación a uno de principios del debido proceso y que es un elemento básico del sistema acusatorio.
Alega que las funciones para llevar a cabo una defensa técnica deben traducirse en la efectiva posibilidad de concreción; difícilmente entonces pueda aseverarse la asistencia, asesoramiento y representación del imputado en los actos del proceso con la consecuente salvaguarda de la defensa técnica como garantía judicial mínima del derecho de defensa, cuando como en el caso de marras se ocultó la causa, y se llego a recepcionar testimoniales de las empleadas del Juzgado de Instrucción a los fines de que declararan si habían ofrecido sus computadoras para que la defensa pudiera acceder a la causa. 
Concluye en que, dada la manifiesta “arbitrariedad” de la sentencia definitiva dictada en autos y la ausencia de motivación ajustada a las constancias de autos -PERICIAL INFORMÁTICA Informe del secretario de Cámara Dr. Aldo Arrieta-, la grosera “violación del derecho de defensa”, el impedimento de acceder o vincular a la causa al abogado defensor, privándolo del ejercicio de su profesión de abogado, como la no aplicación del texto expreso de la ley vigente, el no tratamiento, ni resolución del Recurso de Nulidad debidamente fundado, el rechazo al planteo de nulidad como cuestión preliminar, sin fundamento legal alguno, la expresa violación al principio de legalidad, es que en resguardo justamente del “control de legalidad”, del “principio de inocencia”, la absurda violación del derecho de defensa como la privación del ejercicio de la profesión de abogado, es que solicita que se haga lugar al Recurso de Casación interpuesto todo con expresa condenación en costas.
2) Traslado a la contraparte: Corrido el traslado de ley por decreto de fecha 18/10/19, en fecha 05/11/19 por ESCEXT N° 12920841, contestan los representantes del particular damnificado, solicitando el rechazo del recurso. Al respecto expresan que pese a lo expuesto por la defensa, la querella considera que el fallo se ajusta a derecho, cumple con el requisito de congruencia, respeta el principio de legalidad y no viola ni afecta de manera alguna el derecho de defensa en juicio. Agregan que no se advierten las irregularidades que la defensa señala como fraude informático, falta de motivación, violación al principio de legalidad y al derecho de defensa en juicio, y por ende que haya una causal de nulidad de la sentencia arribada en autos.
En fecha 19/11/19, por actuación N° 13012743, contesta vista el Sr. Fiscal de Cámara, quien manifiesta que los agravios expuestos por el Dr. Villegas carecen de virtualidad jurídica como para revocar el pronunciamiento objetado. En primer lugar: porque todos los cuestionamientos expresados refieren a materia que ya han sido sentenciados por V.E. Agrega que el recurrente plantea los reproches y cuestionamientos con los que pretende fundar el recurso en términos generales e imprecisos; así ocurre cuando sostiene que el decisorio atacado se ha construido de tal manera que se han violado las garantías constitucionales del debido proceso; el derecho de defensa en juicio; etc. Que a su criterio, esto es insuficiente. No basta con afirmar la violación de garantías constitucionales sin señalar, a la vez, la manera o forma en que la decisión judicial ha provocado la mengua constitucional. En otros términos, indicar el perjuicio concreto que ello provoca en orden a las defensas concretas que no pudo oponer para la mejor defensa del acusado.

3) Dictamen del Sr. Procurador: Que en fecha 10/02/20, por actuación Nº 13418766, se expide el Sr. Procurador General de la Provincia quien opina: “…que los Recursos de los Sres. Defensores pretenden fundarse en la mera discrepancia con la valoración de los hechos y la prueba que ha realizado la Cámara, y posterior encuadre legal, y no logran demostrar notorios apartamientos de la regla de la sana crítica y de la lógica que conmuevan la sentencia. Asimismo considera se debe rechazar los recursos incoados, pues el tribunal sentenciante no ha incurrido en falta de logicidad o inconsistencias en sus argumentaciones, no se ha apartado de las disposiciones legales ni de la sana critica al momento de ponderar los dichos de los testigos, la prueba instrumental y documental. Se observa, en el análisis del fallo, que los testimonios han sido integrados a través de un confronte critico, no se han fragmentado las pruebas, no se las ha analizado de manera aislada, sino que se las ha correlacionado entre sí de manera armónica, ello pone la sentencia a resguardo de la atribución de arbitrariedad.” 

4) Consideraciones previas sobre el recurso de casación y el fallo “Casal”: El recurso de casación, ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho, específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).
En el año 2005 la Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó el fallo en el caso “Casal”, por el cual asume la interpretación amplia del recurso de casación, según la cual se trata de un recurso con que cuenta el imputado para rever la totalidad de la sentencia condenatoria, sin distinguir entre cuestiones de hecho y de derecho, y en todo cuanto sea posible sin afectar la inmediación propia del juicio oral.

El cimero Tribunal ha citado, en “Casal”, la sentencia de la Corte Interamericana de Justicia recaída en el caso “Herrera Ulloa”, de fecha 2 de julio de 2004. Allí se dijo que el derecho de recurrir del fallo es una garantía primordial que se debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. El derecho de interponer un recurso contra el fallo debe ser garantizado antes de que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada. El derecho de recurrir del fallo, consagrado por la Convención, no se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al que juzgó y condenó al inculpado, ante el que éste tenga o pueda tener acceso. 

Es preciso que el tribunal superior reúna las características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso concreto. Conviene subrayar que el proceso penal es uno solo a través de sus diversas etapas, incluyendo la tramitación de los recursos ordinarios que se interpongan contra la sentencia. (“El nuevo diseño de la casación penal” por Álvaro E. Crespo, en http://derechopenalonline.com acceso 14/06/18). 

La Corte remarcó que la norma procesal que regula el recurso de casación (arts. 456 en la Nación, arts. 428/429 Cód. Procesal. Crim. Provincial), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo, sino que había sido interpretada restrictivamente -y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad, sino que estableció cuál era el criterio con que debe ser interpretada.
5) Resolución del recurso: Del análisis de los agravios expuestos, considero que el recurrente pretende demostrar que la sentencia dictada por el Excma. Cámara del Crimen de Concarán es arbitraria, atento a que, según expone, la prueba valorada por el tribunal para fundar la condena, fue obtenida en violación a las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, en razón de un supuesto fraude informático, que se habría producido durante la Instrucción. 
La nulidad que aquí se reedita ya tuvo oportuno tratamiento y resolución en las instancias inferiores, al resolver la Excma. Cámara del Crimen en fecha 12/06/17 los recursos de apelación y nulidad contra el Auto de Procesamiento y prisión preventiva, y en la sentencia definitiva. Así, en fecha 12/06/17, por Auto Interlocutorio N° 85 (Act. N° 7354088) el tribunal expresó: “En relación a la Cámara Gesell, ítem reiteradamente aludido por el apelante, destacase que conforme informe de Secretaria de fecha 21/09/16 surge que la misma se realizó con anoticiamiento de la Defensoría Oficial; y que la misma fue finalmente visualizada por el recurrente (19/9, actuaron digital 6122806, remitida electrónicamente a su domicilio, 21/09, actuación digital 6133028), quien siendo esta la oportunidad para efectuar un reproche pormenorizado a tal acto, se ha limitado a discutir si fue efectuada con asistencia de la defensa del imputado o cuándo fue puesta a su disposición, perdiendo toda fuerza convictiva las recriminaciones materializadas al respecto.” 
En la sentencia definitiva, se valoró la fuerza probatoria de la Cámara Gesell frente a los cuestionamientos que la defensa señaló al alegar, y que coinciden con lo planteado en la presente casación. Se sostuvo que: “En el presente caso Sofía Belén declaró asistida por su terapeuta mientras que Iara Victoria declaró en Cámara Gesell…La Cámara Gesell no protege al imputado. Protege a las niñas, niños y adolescentes víctimas de abusos sexuales. De modo que es inatendible el cuestionamiento sobre la transgresión a protocolo alguno…Sobre el punto acerca de que la defensa técnica no pudo preguntar o repreguntar, cabe evidenciar que ésta jamás señaló en su pretensión nulificante, qué pregunta le fue privada de efectuar y que de haber sido hecha, hubiese modificado el curso del relato de la niña. Éste es el derecho que protege al imputado: el derecho de defensa en juicio; el que ha sido plenamente respetado. Pero no lo es, las condiciones en las que se ha desarrollado una Cámara Gesell en ejercicio del derecho de la niña Iara Victoria a ser oída.”. 
En fecha 21/09/16 (actuación Nº 6132983) obra el informe de Secretaría del que surge que: “la medida de Cámara Gesell oportunamente ordenada, fue notificada a la Fiscalía, a la Defensoría de Menores e Incapaces y a la Defensoría Oficial en fecha 13/09/2016 a la hora 10:40, conforme surge de actuaciones digitales nros. 944078, 944082 y 944080. Asimismo, y atento que a dicha fecha se encontraba subrogando la Defensoría Oficial el Dr. José Luis Guiñazu (Defensor General con asiento en la localidad de Concarán), el Tribunal también cursó copia de cédula de notificación a la casilla electrónica de la dependencia a su cargo, tal como surge de act. digital nro. 944081.”, informe que encuentra el debido correlato en las constancias del sistema IURIX. (Cfr. comprobante de notificación electrónica N° 6091841). 
También se sostuvo en Auto Interlocutorio N° 85 de fecha 12/06/17, lo siguiente: “Surge de las constancias causídicas que el encartado fue detenido en fecha 14 de setiembre de año 2016, indagado al día siguiente (15) y el profesional designado como defensor en esa audiencia, vinculado en el sistema a la presente causa en fecha 19 del mismo mes y año, en las primeras horas de la mañana (precisamente a las 8:29). Aclárase que el día 16 fue día no laborable en el ámbito del poder judicial, dispuesto por el Superior Tribunal de la provincia por la celebración del día de la magistratura y los días 17 y 18, sábado y domingo respectivamente, ello a efectos de destacar la inexistencia de mora por parte del Tribunal en el cumplimento de sus obligaciones. Tal es así que el día 19 a la hora 12:17 se presenta la defensa técnica del imputado solicitando se recepte audiencia a su defendido. Es decir que pudo llevar a cabo su defensa sin inconveniente alguno desde el primer día hábil laboral después de celebrada la audiencia indagatoria a su cliente.” (El destacado me pertenece).
Se ha sostenido que un acto procesal es nulo de nulidad absoluta cuando importa la afectación de una garantía constitucional o convencional. Las nulidades absolutas deben ser declaradas de oficio por el juez o tribunal,  en cualquier estado del proceso, pueden ser planteadas por cualquiera de las partes, y no son subsanables o convalidables (Art. 390 del C.P.Crim).

Nuestro sistema procesal es legalista respecto de la declaración de nulidad: los actos son nulos cuando no cumplen con las formas taxativamente establecidas por la ley, y son a su vez violatorios de garantías constitucionales. (Art. 386 del C.P.Crim). 
Ahora bien, tanto las nulidades absolutas como las relativas (que son convalidables y subsanables) requieren de un interés afectado, ya que no puede declararse la nulidad por la nulidad misma. Debe demostrarse o verificarse un perjuicio real o concreto, y ese perjuicio se traduce en una limitación al ejercicio de un derecho o garantía constitucional o convencional. Respecto del perjuicio rigen dos principios: a) el de conservación, que establece que no se decretará la nulidad si el acto cumplió con su finalidad frente a todas las partes; b) el de trascendencia, según el cual la parte debe demostrar cual es su interés (derecho o garantía afectado), y cuales fueron las defensas o planteos que no pudo esgrimir en razón del acto viciado de nulidad. (Sanciones procesales, Julio Di Giorgi, CURSO FUNDESI: El Derecho Procesal Penal, a la luz del Nuevo Código de Procedimiento Federal: Parte General, 19/05/20, en https://www.rubinzal.com.ar/tienda/agenda_detalle.php?idevento=833). 

Estimo que en el caso, el planteo nulificante no puede prosperar. Como dijimos, la realización de la Cámara Gesell fue debidamente notificada al Sr. Defensor Oficial, si bien éste no estuvo presente. Se trató de una declaración de una adolescente de quince años bajo una modalidad específica, que debía tomarse con urgencia, no se trata de una prueba ilegal, y la Defensa tuvo la oportunidad de impugnar el informe o dictamen de la psicóloga que llevó a cabo la entrevista, mediante un consultor técnico, y no lo hizo. 
Además, el informe de Cámara Gesell en actuación N° 6097573, de fecha 14/09/16, realizado por la Lic. Ivana Bustos, fue oralizado e incorporado por su lectura en el debate, como prueba documental, con el acuerdo de la defensa, sin objeciones ni reparo alguno, y posteriormente ratificado en el debate oral, dando la psicóloga las explicaciones pertinentes a las partes. 
Esto demuestra que la defensa pretende impugnar la Cámara Gesell sin una verdadera razón sustancial que demuestre efectivamente que se haya afectado en el caso concreto, el ejercicio del derecho de defensa en juicio. (Art. 8.2.f CADH y Art. 14.3.e PIDCyP).
Este Alto Cuerpo ha sostenido que la Cámara Gesell no se trata de una pericia, sino de una declaración testimonial establecida para un limitado grupo de sujetos, bajo un procedimiento particular dado que no pueden ser interrogados en forma directa ni por el tribunal o las partes, sino a través de un profesional de la salud. 
“Como ya hemos dicho en anteriores casos, se debe tener presente que en casos como el que aquí nos ocupa, la prueba que se exige para arribar al grado de certeza necesario a efectos de pronunciarse sobre la materialidad de los hechos y la responsabilidad del inculpado, se satisface de un modo distinto, menos riguroso que aquél que puede exigirse para otros supuestos, y ello bajo un doble aspecto. Principalmente, porque los hechos constitutivos del delito de abuso sexual, por lo general, son llevados a cabo en ámbitos íntimos excluidos de terceras personas que pudieran dar fe de lo ocurrido, por ello se denominan delitos intramuros. Es decir que, lo determinante en esta clase de asuntos, a los efectos de la reconstrucción histórica del hecho, suele ser pura y exclusivamente el relato de la víctima.” 
“Pero además, cuando la víctima del suceso es una persona menor de edad, la valoración de su relato no puede ser llevada a cabo de la misma forma y bajo los mismos parámetros con los que analizan los dichos de los adultos, pues la exigencia de una narrativa histórica coherente, concatenada, descriptiva y detallada de un hecho pasado difiere en uno y otro caso, de acuerdo a las distintas capacidades de los sujetos involucrados. De allí que resulte trascendental contar con la opinión de los expertos con los que las víctimas menores se entrevistan en los gabinetes psicológicos, puesto que ellos desde su especialidad científica aportan a los jueces una herramienta auxiliar necesaria para formar convicción a la hora de adoptar una decisión de mérito sobre la cuestión. (STJSL-S.J. – S.D. Nº 084/19, em autos “GARCÍA RUBÉN HUGO - ESCUDERO CRISTIAN RAMÓN - AV ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL DOBLEMENTE CALIFICADO POR LA INTERVENCIÓN DE DOS PERSONAS y EL EMPLEO DE UN ARMA - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX PEX Nº 202830/16, de fecha 21/05/19). (STJSL-S.J. – S.D. Nº 159/18 de fecha 16/08/18, en autos: “(O) GODOY CARLOS DANIEL s/ ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL VÍNCULO – JUICIO ORAL-RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX PEX Nº 162464/14).
En conclusión, no advierto en la realización de la entrevista tomada bajo la modalidad Cámara Gesell, vulneración alguna a las garantías de defensa en juicio y debido proceso del condenado en autos, que determine la nulidad de la misma, por cuanto el rechazo de la nulidad se encuentra debidamente fundamentado en la sentencia impugnada. 
Numerosa jurisprudencia se ha expedido en orden a que no corresponde declarar la nulidad por la nulidad misma, por lo que el agravio de la defensa resulta ser meramente formal. Cabe reiterar que la declaración de nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley (Fallos: 298:312), resultando inaceptable en el ámbito del derecho procesal la declaración de la nulidad por la nulidad misma (Fallos: 322:507).
A ello cabe agregar que la sentencia condenatoria dictada respecto de Ramón Marino Palacio no se fundó, en forma exclusiva, en las manifestaciones de la menor Iara Victoria. en Cámara Gesell. Ello así, toda vez que -como lo trataré seguidamente, los sentenciantes valoraron, además, otras pruebas relevantes, por ej., la declaración de la damnificada Sofía Belén Rodríguez, las periciales médica pediátrica, psicológicas psiquiátricas, testimoniales, que permiten tener por acreditada la materialidad de los hechos atribuidos al imputado. 
En el caso en estudio son varios los elementos que conforman un cuadro probatorio de certeza que permite, sin que exista lugar para duda razonable, concluir como se hace en la sentencia, que el imputado es responsable de los hechos por lo que se lo acusó. 
En efecto, el fallo aquí impugnado tiene por probado que: 

“a) Sobre los hechos que han damnificado a Iara Victoria López:… Tal como lo ha manifestado la Licenciada Bustos, los abusos fueron reiterados, por esta razón es dable inferir, sin lugar a dudas, que la niña solo puede situar con precisión algunos de estos abusos. Así es como ha señalado que el último episodio de abuso sexual con acceso carnal fue en Febrero/Marzo de 2016.”

“Asimismo, la niña ha podido determinar que los tocamientos comenzaron a partir de los nueve años y los abusos sexuales con penetración carnal a partir de los doce años de edad. Iara Victoria claramente ha relatado que el imputado “primero me tocaba y después me abusaba”. Iara Victoria López ha realizado un relato veraz, coherente, espontáneo y categórico acerca del padecimiento de abusos sexuales reiterados, tal como ha quedado acreditado mediante la Cámara Gesell realizada a la niña…” 

“Especialmente se tiene en cuenta, respecto de los hechos que damnifican a Iara Victoria, el relato que ha hecho Sofía Belén acerca de la manera intimidatoria, amenazante y aterrorizadora en la que el imputado manipulaba el arma delante de ella y de Iara para quebrar su voluntad y libertad. Es así que relató: “…me presionaba o hacía cosas de psicópatas; él tenía armas y, por ejemplo, llegaba a casa y decía “vengo con mi abogada” o sea, el arma que traía, y mi abuela le decía “sacá eso que no me gustan las armas” y la dejaba arriba. Y si no sacaba el arma, sacaba las balas y las ponía una y otra arriba de la mesa; miraba el arma y miraba a mi hermana Vicky, después me miraba a mí…”. Por lo expuesto, la materialidad de al menos DOS HECHOS y la AUTORÍA de RAMÓN MARINO PALACIO y que damnifican a Iara Victoria López han quedado acreditados con certeza absoluta.” 

Prueba documental merituada: Incorporada por su lectura con acuerdo de las partes, destaco la siguiente: 

1. En primer lugar, debemos partir de la denuncia en fecha 13/09/16 por actuación N° 6090312 (presentación espontánea) efectuada por la madre de la menor, Sra. Mirtha E. Rodríguez, la que fue ampliada en fecha 14/09/16 (Actuación N° 6101476), las que fueron ratificadas en el debate oral. 
2. Examen médico pediátrico de la menor Iara Victoria, efectuado por la Dra. Patricia Ceratto integrante del Cuerpo Profesional Forense. Este informe certifica que “…Aparato genital: vulva: sin particularidades. Labios mayores y menores: sin particularidades. Área Perineal: normal. Estadios de Turner 4. Zona Anal: pliegues conservados, buen tono muscular del esfínter. CONCLUSIÓN: al examen físico la niña llora, se observa incómoda durante el mismo, el examen genital se realiza junto a la ginecóloga del hospital de Concarán, Dra. Mónica Cabrera, observando vagina con himen deflorado, sin laceraciones ni escoriaciones…”

3. Informe de la Cámara Gesell de fecha 14/09/16, efectuado por la Lic. Ivana Bustos, obrante en actuación N° 6097573, la que concluye en lo siguiente: “Este informe da cuenta que Iara Victoria al momento de realizarse la Cámara Gesell tenía 15 años de edad y en cuanto al relato de la menor se ha consignado que “logra expresarse de manera clara, pudiendo situar temporo-espacialmente los acontecimientos, con un vocabulario amplio, acorde a su edad cronológica, sin indicadores de sugestionabilidad ni limitaciones cognitivas….Indicadores de fragilidad, inhibición, baja autoestima, vulnerabilidad y falta de confianza en sí misma, y en el mundo adulto, con sensación de amenaza permanente e incapacidad para enfrentar los sucesos y a su agresor, que afectan el proceso de construcción de la imagen del sí mismo y su auto percepción, así como de genera un clima emocional cotidiano de confusión, y temor constante por su persona y por sus hermanas, generándose una introyección de la culpa, es decir, auto culpándose, por la situación de riesgo y amenaza constante, y su imposibilidad de actuar, con autorreproches que lesionan la construcción de su identidad. · Sentimientos de desolación, desamparo, y extrema soledad, que se acentúan con los efectos de la “estructura del secreto”, propia de la situación abusiva, agravada por la amenaza real con un arma, generando una inhibición cognitiva y afectiva.” 
4. Acta de reproducción digital de la Cámara Gesell en actuación N° 6122806 de fecha 20/09/16. 
Prueba testimonial: Se valoraron las testimoniales producidas durante la instrucción, incorporadas por su lectura y ratificadas en la audiencia de debate, y las rendidas en el debate. De estas últimas, las que fueron reproducidas en esta instancia gracias al sistema Cicero (Act. N° 12582761 de fecha 25/09/19) destaco las siguientes: 

1.- Sra. Mirtha Eliana Rodríguez, madre de las adolescentes I.V y S.B: declaró que: “…para el mes de Mayo mi hija Milena me dijo “decile al chupete que no me toque más”, a mí se me heló el cuerpo y le pregunto ¿cómo que te tocó?, me dijo “si me tocó”, ella me señaló dónde la había tocado. Fue cuando limpió el campo, no supe con quién hablarlo, era como un tío, un padre porque vivía en mi casa, entraba a la hora que quería, se lo conté a mis hermanas, ellas tampoco sabían qué hacer, lo hablé con el psicólogo, le pregunté si en la sesión ella le había contado algo y me dijo que no. No supe qué hacer porque si yo lo denunciaba, así como iba a mi casa iba a la policía. Un día mi hermana me llama y me dice “el Chupete esta aquí en casa fijate lo que haces”, llamé por teléfono y se lo dije “no te quiero ver más en mi casa, MILENA me contó lo que le habías hecho”. A los días o meses, era el cumple de Mile y ahí ella me contó que a Vicky le había hecho lo mismo, así que le pregunté a Vicky y me dijo que “si “y se largó a llorar…”

“Mile me dijo una noche “mami no me vino mi periodo”, yo le dije que era todo normal. Fue allí que ella me dijo ¿no será por lo de Chupete?, fue ahí que se me heló el cuerpo y no pude reaccionar, no sabía qué hacer, llamé a mi hermano y a mi cuñada, ellas no sabían qué hacer. Fui a mi trabajo, no sabía qué hacer, a quién acudir; es ahí que una de mis compañeras me dijo “anda al Juzgado Multifueros” ya que no quería ir a la policía ya que eran todos sus amigos. Fui al Multifueros y tomaron la declaración, él las había amenazado a mis hijas con un arma y les había dicho que no hablaran porque las iba a matar y me iba a matar a mí…”

“A Vicky me cuesta más levantarla porque está en sus plenos 18 años y es difícil la crianza de ella, está en una edad muy difícil, está enojada con la vida, está enojada con ella misma, a veces creo que está enojada conmigo. Es difícil ser amigas de mis hijas. Sofía está en Buenos Aries, con ella la relación desde que se fue, es más buena. Yo estoy muerta en vida, no hay días que no me culpe de no haberme dado cuenta, yo desde chica pasé muchas necesidades y nunca quise que mis hijos pasaran por lo mismo, nunca pensé que él abusara de la confianza porque le abrimos la puerta de la casa…” 

2. Silvana Eugenia Rodríguez, tía materna de las adolescentes, dijo que: “Yo no iba tanto a la casa de mi mamá porque este hombre me decía cosas contra mi familia, hablaba mal de mi mamá y mis hermanas, y no me gustaba ir porque siempre estaba este hombre…Yo me enteré por la radio de las dos nenas mayores, de la más chiquita si contó y fue ahí que mi hermana me llamó y dijo que él la había manoseado cuando se subió al árbol…Yo sospechaba que había algo raro porque cuando iba a la casa de mi mamá, él no me dejaba acercar a mis sobrinas, no me dejaba hablar con ellas. Yo tenía la sensación de que Palacio se deba cuenta que desconfiaba de él. Tenía actitudes amenazadoras, él siempre me alejaba de mi hermana y sobrinas. Yo tenía conocimiento de que las niñas se iban con Palacio porque iba a mi casa y le preguntaba mi mamá dónde estaban las niñas y ella me decía que estaban en el museo con Palacio…Sofía siempre estaba con miedo, nunca pude hablar con ella porque siempre estaba él ahí. Un día Sofía estaba haciendo artesanías y yo le pregunté para quien eran las artesanías y me dijo “para llevarlo al museo”, pero es como que no quería ir, y yo le dije “no vayas sino querés y ella me dijo “tengo que ir porque sino...”
3. Lic. Ivana Bustos, quien declaró sobre el informe de la Cámara Gesell: “…presenta indicadores que serían compatibles con Abuso Sexual Infantil, crónico, instalado y reiterado en el tiempo, que se corresponden con su relato, el cual no presenta indicadores que cuestionen la verosimilitud del mismo…” Asimismo la licenciada Ivana Bustos relató lo que I.V dijo en Cámara Gesell: “… mi mamá me contó que yo venía acá para declarar en contra de Chupete porque él abusó de mí muchas veces pero me acuerdo de tres: dos veces en el baño y una en el museo…”. Dijo que el último episodio fue en Febrero, que en realidad fueron más veces pero ella puede situar dos veces, puede situar los tocamientos a partir de los nueve años y las relaciones sexuales a partir de los doce, es una niña que le cuesta mucho expresarse. Relató que la niña manifestó que Chupete le tocaba sus partes íntimas por encima de la ropa, que ella estaba vestida. Dijo que esa situación se vivió en los dos lados, en la pieza y en el baño. Dijo que la niña manifestó que “primero me tocaba y después me abusaba, recuerdo que la última vez fue en la pieza yo se lo conté a mi mamá. La última vez fue en mi casa en febrero, esa última vez mi abuela estaba afuera tomando mate y yo estaba en la pieza haciendo los deberes de la escuela y él fue a la pieza, yo tenía un short porque hacía calor. Yo le dije que no siguiera y él no me hizo caso...”. Dijo la Licenciada Bustos que el último episodio lo puede situar en febrero, cerca del cumpleaños de su madre. Y allí cuenta los meses que no menstruó y el miedo de ella de estar embarazada…”.
Todas las pruebas documentales reseñadas y las testimoniales rendidas durante la Instrucción, fueron incorporadas al debate mediante su lectura, con el consentimiento de las partes. 

La defensa esgrime como agravio que la falta de fundamentación del fallo esta determinada por una “errónea aplicación de la ley sustantiva” al no existir prueba de cargo, ya que a su entender, no se encuentra fundado ni acreditado que Ramón Marino Palacio sea autor de los abusos sexuales. Postula que ha existido una arbitraria valoración de las circunstancias de hecho y de las pruebas dirimente.

Considero que estos agravios deben rechazarse, ya que de toda la prueba rendida durante la Instrucción y en el debate oral, surgen indicios plurales, concordantes y convergentes, que conducen a concluir que las conductas que se le enrostran al imputado se encuentran acreditadas con la certeza que requiere la instancia. 

La sentencia condenatoria puede fundarse solamente en prueba indiciaria, si esos indicios reúnen las características mencionadas, y para ello resulta necesario que las inferencias que otorgue el análisis de los indicios converjan hacia el mismo resultado y lo lleve al juez al convencimiento sobre el hecho. Ello es también llamado la concordancia de los indicios, es decir, valoración conjunta de varios indicios que confluyen en la misma dirección. De allí que la concurrencia de indicios precisos y bien comprobados, corroborando una hipótesis razonable, tiene más fuerza persuasiva que cualquier otro medio probatorio. Cuantos más hechos concuerden, menos deben ser atribuidas esas relaciones a un juego engañoso del azar. La concordancia de los indicios posee innegable valor objetivo, y conduce a conclusiones seguras, luego de descartar las explicaciones de la parte contraria. (ZWANCK, Carlos Alberto, voz "indicios" en Enciclopedia Jurídica Omeba, p. 491, citado por La Rosa, Mariano, en La prueba de indicios en la sentencia penal, publicado en LA LEY 30/09/2009, en Fallo comentado: Tribunal de Casación Penal de Buenos Aires, sala I (T Casación Penal Buenos Aires) (Sala I) T Casación Penal, Buenos Aires, sala I ~ 2009-06-18 ~ Carrascosa, Carlos Alberto s/rec. de casación”, en https://www.defensachubut.gov.ar/biblioteca/node/2507 acceso 12/08/20). 
Se ha demostrado que el imputado aprovechó la confianza que se le otorgaba en esa familia y la cotidianeidad en el trato que tenía con las menores, para consumar los abusos sexuales, cuando la madre estaba trabajando y la abuela de las niñas estaba haciendo alguna labor doméstica, situación que potenciaba la vulnerabilidad de las niñas. También surge acreditado que los abusos comenzaron cuando las nenas tenían 9 años, y se prolongó en el caso de I.V, hasta la fecha febrero/marzo de 2016, según el informe de la Cámara Gesell: “Tal como lo ha manifestado la Licenciada Bustos, los abusos fueron reiterados, por esta razón es dable inferir, sin lugar a dudas, que la niña solo puede situar con precisión algunos de estos abusos. Así es como ha señalado que el último episodio de abuso sexual con acceso carnal fue en Febrero/Marzo de 2016…Asimismo, la niña ha podido determinar que los tocamientos comenzaron a partir de los nueve años y los abusos sexuales con penetración carnal a partir de los doce años de edad. Iara Victoria claramente ha relatado que el imputado “primero me tocaba y después me abusaba”.
El abuso sexual infantil constituye una de las formas más extremas de violencia, en tanto arremete contra el desvalimiento y vulnerabilidad del/la niño/a. Y cuanto menor es la edad del menor al momento de los abusos, mayor es el daño causado y el trauma que deja. Aquí los abusos comenzaron cuando la niña Iara tenía nueve años. 
Al respecto, se ha dicho que: “la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado” ("C/C C., S. N. POR ABUSO SEXUAL AGRAVADO POR LA CONVIVENCIA PREEXISTENTE CON UNA MENOR DE EDAD, ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR LA CONVIVENCIA PREEXISTENTE CON UNA MENOR DE EDAD TODO EN CONCURSO REAL EN PERJUICIO DE S.J.C. (M) - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD" (Expte. Nº CJS 39.560/18), CSJ Salta, 13/03/19, en https://www.rubinzalonline.com.ar/index.php/boletines/boletines/boletindiario/, acceso 12/08/19). 
Los cuestionamientos de la defensa en el recurso no logran revertir la contundencia de la prueba de indicios, los que, analizados en su conjunto, y no en forma fragmentada como pretende el recurrente, determinan la responsabilidad de su pupilo en los hechos demostrados en el debate.

Las declaraciones testimoniales han sido valoradas por el Tribunal bajo las reglas de la sana crítica y las libres convicciones, y bajo el principio de la inmediación. 

Sobre los hechos que damnificaran a Sofía Belén Rodríguez, el tribunal ha tenido por probado que: “Efectuado el precedente análisis se concluye que Sofía Belén comenzó a ser abusada sexualmente por el imputado cuando tenía ocho años. El primer abuso ocurrió mientras ella jugaba “a la casita” que estaba detrás de su casa. Allí el imputado la agarró fuerte del brazo, se desprendió la riñonera y la puso arriba de una mesa hecha con madera y ladrillos. Sacó un arma de fuego, chiquita, plateada, y la amenazó. Le dijo “si decís algo voy a matar a tu mamá”. Sofía intentó gritar y el imputado le tapó la boca. De inmediato, comenzó a masturbarse y luego la penetró. Después la miró nuevamente a los ojos y le dijo “vos no vayas a decir nada” y guardo el arma adentro de la riñonera; ordenándole que simule estar jugando. Los abusos fueron reiterados. Toda oportunidad que se le presentaba al imputado era aprovechada por éste. Ha dicho Sofía que trataba de no estar sola, pero había momentos en que apenas su mamá se iba a dormir la siesta, o su tío Javier o Romina se iban, él aprovechaba esos momentos para abusar de ella; siempre con las mismas amenazas; esto es, matar a su madre, a su familia, o a su tío, que es su padrino”
“Dijo que más de cinco veces la obligó a tener relaciones y también se masturbaba delante de ella. Relató que recuerda que “se daba vuelta y le daba la espalda y era porque volcaba”. Dijo que siempre la obligaba a tener relaciones y hacer cosas que no quería. Ramón Palacio la abusó sexualmente, también, en el Museo de Pasos Malos y en la casa del imputado, en la que éste vivía con su madre.” 
En tal sentido, se valoraron las siguientes pruebas:
                                                                                     ///…

///… 

1. Documental: 

a) Denuncia de Sofía Belén Rodríguez de fecha 28/12/16 (DIGINI N° 6609220), quien expresó que: “empezó a partir de que yo tenia ocho o nueve años, yo estaba atrás de mi casa, jugando a la casita, y bueno estaba mi abuela que estaba adentro, y después viene este hombre, Palacio Ramón, porque iba a mi casa siempre. Se acerca y me pregunta si me ayuda a armar la casita, a lo que le digo que si, y bueno me ayudo a hacer la casita a buscar palos, yo estaba contenta. Pero después Palacio, me dice vení mas para acá, y yo voy, y me agarra del brazo fuerte y me dice no vayas a decir nada, recuerdo que tenia una riñonera, se desprende la riñonera y la pone arriba de una mesa con madera y ladrillos; de la riñonera, saca un arma chiquita plateada, y me dice que si digo algo, iba a matar a mi mama, yo quería gritar y el me tapa la boca. Se ve que se empezó a masturbar, el me tenia y me obligo a que me quedara quieta mientras el se movía, y puso su pene adentro mío… También como yo trataba de no estar sola, pero había momentos en que apenas se iba mi mama a dormir la siesta, o mi tío Javier o Romina se iban, el aprovechaba esos momentos para venir y tocarme la vagina, siempre con las mismas amenazas, que iba a matar a mi mama, y a mi familia, o a mi tío, que es mi padrino, el decía que era amigo de la policía. Este hombre más de cinco veces tuvo relaciones sino se masturbaba, me la ponía en la tuna. Yo me acuerdo, que se daba vuelta y me daba la espalda y era porque volcaba. Siempre me obligaba a hacer cosas que no quería…Todo esto pasó desde los 8 hasta los 13 o 14 años…” 
b) Pericial psicológica psiquiátrica de fecha 06/03/17 en ESCEXT N° 6832005, realizada por el Dr. Gonzalo Mayor, Médico Psiquiatra, y Lic. Verónica Rojo, Psicóloga, pertenecientes al Cuerpo Profesional Forense. En el mismo se consigna que: “Al momento del examen psiquiátrico -psicológico la Sta. Rodríguez en su esfera afectiva se observa angustia y ansiedad reactiva a una situación de autos. No hay idea ni plan suicida al momento del examen. Se observan indicadores de trauma psíquico, evidenciándose sentimientos de indefensión, vulnerabilidad, vergüenza, extrañeza e impotencia y elevado monto de ansiedad y angustia. Frente a lo traumático, estrategias de afrontamiento insuficientes y/o extremas para tramitar el afecto causado por un trauma intenso compatible con el descripto en autos. Tales como: disociación, hipervigilancia, rememoración constante de los sucesos, falta de confianza en sí misma y desconfianza en el otro. Lo cual podría correlacionarse con su tendencia al ensimismamiento, es decir una retracción sobre el sí mismo, así como aislamiento, evitación del contacto con otros y conductas autolesivas, las cuales consisten en infringirse daño a sí misma a los 13 años… Se recomienda iniciar tratamiento psicológico-psiquiátrico.” 
2. Testimoniales: 

a) Sofía Belén Rodríguez declaró en el debate con su terapeuta, y expresó que: “…tengo 21 años…quiero relatar lo que me va a hacer bien, todo comenzó a los 8 años, era muy chica, esa persona Ramón “Chupete” Palacio, es amigo de mi familia. De chica él siempre me ayudó a hacer las casitas en el campo. Yo estaba en la casita hasta que pasó esto que pasó, el me tapó la boca y me dijo que no gritara, me comenzó a manosear y me bajó el pantalón, recuerdo que tenía un riñonera, que tenía un arma, me dijo que no le dijera nada a nadie. Y así pasó muchas veces, siempre que no había nadie en la casa, o cuando sabía que mi abuela estaba cocinando en la cocina, él aprovechaba las situaciones cuando mi familia se ponía a cocinar o cuando mi mamá se iba a trabajar…”
“… mucho tiempo pasó esto, como hasta los 14 años. Igual yo pude irme, me presionaba o hacía cosas de psicópatas, el tenía armas y por ejemplo, llegaba a casa y decía “vengo con mi abogada” o sea, el arma que traía, y mi abuela le decía “sacá eso que no me gustan las armas” y la dejaba arriba, y si no sacaba el arma, sacaba las balas y la ponía una y otra vez arriba de la mesa, miraba el arma y miraba a mi hermana Vicky, después me miraba a mí…”

“En mi adolescencia la pasé muy mal, siento que me “cagó” la infancia, yo podía seguir jugando con las muñecas y no…no sabía cómo decirle que “NO”, si él me decía “vamos al museo” yo iba y eso que tenía 13 años, y después cuando me hice más grande empecé a escaparme. Fue muy oscuro. Él cuando terminaba de penetrarme iba al baño, se lavaba la cara, se levantaba el cierre y entraba a la casa de sus hermanos o sea, hacía su vida normal…”

b) El Dr. Gonzalo Mayor, médico psiquiatra del Cuerpo Forense, ratificó su informe de fecha de fecha 06/03/17 en actuación N° 6832005, y declaró que: “Desde la psiquiatría presenta signo y síntomas en su esfera personal y social, producido por un trauma psíquico grave compatible con abuso sexual…Su relato tiene congruencia en su esfera afectiva, es coherente y espontáneo…Debido a las características del trauma y a lo observado por examen psiquiátrico actual se podría inferir, que ha sido producido por una acontecimiento intenso y grave, el cual ha dejado huellas y secuelas, que se encontrarían compatibles a los hechos denunciados…El trauma es un daño, en este caso es un daño psíquico, de características graves el cual ha dejado actualmente secuelas… Las conductas autolesivas tendrían relación con el hecho denunciado… las conductas autolesivas fueron cortes lineales y superficiales en su antebrazo izquierdo a los 13 años aproximadamente…El relato tiene una estructura lógica y espontánea… Se evidencia una gran dificultad en sus recursos adaptativos y sociales, introversión, desconfianza, por momentos conductas evitativas compatibles con secuelas del trauma psíquico ya descripto…La víctima no presenta indicadores de fabulación y su relato es verosímil, coherente, lógico y espontáneo…”
c) La Lic. Verónica Rojo, psicóloga del Cuerpo Forense, ratificó su informe de fecha de fecha 06/03/17 en actuación N° 6832005, y declaró que: “…en el relato, a través de la entrevista se detecta indicadores de haber sufrido abuso sexual infantil. Tanto a nivel cognitivo, tales como pensamiento persistente respecto del hecho que se investiga. A nivel conductual, tales como la hipervigilancia, su estado de alerta y la falta de confianza en los otros, también las conductas auto lesivas. Y a nivel emocional, vergüenza, ansiedad, angustia, y sentimientos de vulnerabilidad, y de indefensión frente a lo traumático de los hechos materia de investigación… presenta daños en su salud psíquica y se manifiesta afectando su esfera emocional y social e interfiriendo en las mismas negativamente, ya que se manifiesta en principio a través de conductas autolesivas, asimismo se observa tendencia al aislamiento, retraimiento, angustia, ansiedad, desconfianza de sí misma y de los otros, dando lugar a sentimientos de indefensión y vulnerabilidad constante…. el relato de Sofía Belén es verosímil, su relato tiene contundencia, es coherente y lógico. El relato es espontáneo y va recurriendo a los recuerdos que ella posee de lo acontecido, establece relaciones entre las distintas situaciones. Y es compatible con los hechos que denunció.” 
También respecto de Sofía Belén Rodríguez, el tribunal ha considerado probados los hechos de abuso sexual denunciados por ésta, conforme el plexo probatorio rendido en la Instrucción y desarrollado durante el debate, con la certeza necesaria que requiere la instancia. Los indicios han sido también en este caso, convergentes, coincidentes e unívocos sobre los hechos indicados. 
Tratándose de delitos contra la integridad sexual, el relato de la víctima aparece como prueba dirimente, puesto que esta clase de hechos suele cometerse en ámbitos de intimidad, ajenos a las miradas de terceros y en ámbito de confianza. En este sentido, como es frecuente, los elementos de juicio que corroboran su relato constituyen en su mayoría prueba indirecta o indiciaria.
Pero, además, el tribunal consideró probada en el caso respecto de Sofía Belén Rodríguez las agravantes tipificadas en el Art. 119, 3er. y 4° Párrafo incs. a y de del Código Penal. El abuso sexual gravemente ultrajante y con acceso carnal por cualquier vía se agrava cuando “resultare un grave daño a la salud física o mental de la víctima” (inc. a), y cuando fuere cometido con armas (inc. d).
Respecto del primer agravante, ha quedado acreditado por la prueba pericial psicológica psiquiatrita de fecha 06/03/17 en actuación N° 6832005, y de las testimoniales rendidas por la víctima, el Dr. Gonzalo Mayor y la Lic. Verónica Rojo en el debate, que Sofía Belén presenta graves secuelas psicológicas como consecuencia de los abusos sexuales a los que fue sometida durante su infancia a partir de los 8 años y hasta los 14 años por parte del imputado, que se traducen en diversos síntomas que le generan problemas para encarar la vida adulta y de relación, “además de una sensación de infancia perdida”. 
Respecto de esta agravante, se ha sostenido que: “Cabe tener presente con relación a la agravante “grave daño en la salud" prevista en el inc. a, párr. 4, art. 119, Código Penal, que se trata de un delito de resultado donde se exige un grave daño en la integridad física o psicológica. Debe haber así una relación de causalidad entre la agresión sexual y el daño psicofísico que padece la víctima, el cual puede provenir de la propia agresión sexual o cuando el despliegue de violencia causa en la víctima determinadas lesiones, como ocurre en el supuesto de autos. Finalmente, se resalta que el caso en análisis constituye una grave violación de los derechos humanos de las mujeres, con jerarquía constitucional y/o superior a las leyes internas (Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asamblea de Naciones Unidas y Convención de Belem Do Para).” (0.0650408 || A., E. V. s. Abuso sexual con acceso carnal /// CP Sala V, San Miguel de Tucumán, Tucumán; 03/03/2020; Rubinzal Online; 6148/2019; RC J 811/20, en https://www.rubinzalonline.com.ar/index.php/busqueda/busqueda/resultadojurisbd/, acceso 12/08/20). 

Con respecto a la agravante del art. 119, Párr. 1°, 3° y 4° inc. d) la utilización de un arma surge acreditada de los dichos de Sofía Belén Rodríguez, ya que su empleo tuvo como fin asegurar la efectividad de su propósito, en el contexto de violencia en que se desarrollaron los hechos, colocando al imputado en una situación de poder respecto de la víctima.

Las armas de fuego, que según declararon varios testigos en la causa, eran usualmente portadas por el imputado, de las que hacía ostentación argumentando que el arma era “su abogada”, y fueron empleadas para amedrentar a la víctima: “…Pero después Palacio, me dice “vení más para acá”, y yo voy, y me agarra del brazo fuerte y me dice no vayas a decir nada, recuerdo que tenía una riñonera, se desprende la riñonera y la pone arriba de una mesa con madera y ladrillos; de la riñonera saca un arma chiquita plateada y me dice que si digo algo iba a matar a mi mamá, yo quería gritar y él me tapa la boca…”(denuncia de fecha 28/12/16 (DIGINI N° 6609220). 
La sentenciante afirma que “Las mujeres víctimas de ASI, experimentan más problemas sexuales durante la adultez comparada con mujeres no abusadas; en particular en lo que concierne a la habilidad para formar y mantener íntimas relaciones de parejas y manejar este aspecto en sus vidas. Se ha documentado que los adultos que habían experimentado el abuso sexual en la niñez presentaban el doble de probabilidades de sufrir trastornos de salud mental que su contraparte que no había sido abusada. Asimismo se ha estudiado que la variabilidad en los síntomas está relacionada a la culpabilidad que se le atribuye a la familia o se auto atribuye la víctima.” 

Previo a finalizar, debo destacar la doble condición de las niñas, tanto de menores de edad como de mujeres, que las vuelve particularmente vulnerables a la violencia (Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, "Caso González y otras - 'Campo Algodonero' - vs. México", sentencia del 16 de noviembre de 2009, parágrafo 408; en el mismo sentido, "Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala", sentencia del 19 de mayo de 2014, parágrafo 134).

El abuso sexual sufrido por Iara Victoria y Sofía Belén importa una clara vulneración de los derechos de las niñas, y además reiterar que se inscriben dentro de un contexto de violencia de género. En cuanto a lo primero, debe tenerse presente que la Convención de los Derechos del Niño (Art. 75 inc, 22 CN, ratificada por Ley 23849) establece los Estados Partes se han obligado a "proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales" (Art. 34). La conducta perpetrada por Ramón Marino Palacio ha infringido esta básica y elemental protección de quienes transitan la infancia, colectivo éste al cual por su particular vulnerabilidad se le han dispensado cuidado y asistencia especiales a través de diversos instrumentos normativos.
Ahora bien, en particular, la Asamblea General ante la ONU ha explicitado que este objetivo de protección de los niños, "especialmente para las niñas, estaría más cercano si las mujeres gozaran plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales" ("Un mundo apropiado para los niños", 27° período extraordinario, Supl. N° 3 (A/S-27/19/Rev.1)- 2002, publicado en "Infancia y adolescencia. Derechos y Justicia", Colección de Derechos Humanos y Justicia, Of. de Derechos Humanos y Justicia, Poder Judicial de la Pcia. de Córdoba, Córdoba, Pág. 42), reconociendo así el modo en que conjugan las variables de mujer y niña provoca un impacto diferencial en la tutela de sus derechos. 

Debe advertirse también que la incidencia de la condición de mujer de las pequeñas víctimas adquiere trascendencia a partir de la obligación asumida por el Estado Argentino, suscriptor de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra La Mujer - "Convención de Belém do Pará" (Art. 75 inc. 23 CN, ratificada Ley 24632)- de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer (Art. 7, b). A tales fines, se ha indicado que los órganos judiciales deben construir el análisis de los casos desde una adecuada perspectiva de género para así reconocer fielmente los derechos de las victimas mujeres y evitarles una nueva victimización en la esfera institucional 
En este sentido, no puedo concluir esta segunda y tercera cuestiones sin visibilizar que la victimización sexual constituye una de las formas paradigmáticas de violencia contra las mujeres.

Así lo prevé específicamente la Convención ya aludida, que en su artículo 1° indica que "debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado". De la misma forma la Ley 26.485 de Protección Integral Para Prevenir, Sancionar, Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los Ámbitos en que se Desarrollen sus Relaciones Interpersonales, enuncia, entre los tipos de violencia de género, la violencia "sexual: cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres" (Art. 5). 
Se advierte de la lectura de los fundamentos fallo, que el tribunal contó con suficientes elementos de prueba para arribar a la convicción necesaria respecto de la materialidad de los hechos denunciados y la autoría responsable del imputado, por lo que -en suma- la crítica de la defensa no revela más que su disconformidad respecto de la valoración de la prueba que hicieron los jueces. 
Concluyo afirmando, que de la prueba documental, testimoniales, y de los informes médicos, y psicológicos psiquiátricos agregados, los hechos ventilados han quedado por demás demostrados, por lo que el recurso debe ser rechazado. 

Con relación al agravio referido a que la Excma. Cámara al aplicar la pena de 28 años de prisión ha excedido la petición del Ministerio Público Fiscal, violentando de esa manera las garantía del debido proceso y el principio acusatorio, citando la defensa el fallo del Superior Tribunal en la causa “G.E.A. AV. HOMICIDIO CALIFICADO EN GRADO DE TENTATIVA-RECURSO DE CASACION”, estimo que el mismo debe ser receptado.

En efecto, tal es el criterio sostenido por este Alto Cuerpo (con distinta integración) en el fallo citado “GARCÍA, ERNESTO ARIEL – AV. HOMICIDIO CALIFICADO EN TENTATIVA – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX N° PEX 151617/13 (STJSL-S.J. – S.D. Nº 177/16 de fecha 19/10/16) y reiterado en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN PEX: IMP. SÁNCHEZ PABLO MARTÍN - DAM. RINCÓN FELÍX CARLOS ALBERTO” – IURIX INC. 173283/2, por STJSL-S.J. – S.D. Nº 080/17, de fecha 26/09/17), donde se sostuvo que:
“La Fiscalía de Cámara solicitó que se condene a Ernesto Ariel García a la pena de cinco años y 5 meses de prisión, merituando como circunstancias atenuantes su falta de antecedentes, y como agravante las condiciones de modo, tiempo y lugar; a su vez peticiona que se aplique al caso el último párrafo del art. 80 del Cód. Penal, referido a las circunstancias extraordinarias de atenuación de la pena (fs. 408). El tribunal condenó a García a una pena superior a la solicitada por el fiscal en su alegato. Así, la situación deviene análoga a la analizada por los magistrados Lorenzetti y Zaffaroni en el precedente “Amodio” (Fallos: 330:2658), donde se afirmó que conforme al artículo 18 de la Constitución Nacional deben observarse las formas sustanciales del juicio que consisten en acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales”. 

“Destacaron los ministros en “Amodio” el rol fundamental del principio de bilateralidad y la vigencia en el marco del debate del principio acusatorio, donde priman la oralidad, continuidad, publicidad y el contradictorio, conforme así lo establecen normas de jerarquía constitucional (arts. 18 y 24 C.N., art. 8.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; art. 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre y art. 11.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos)”. 

“Asimismo los magistrados del alto tribunal consignaron que la función jurisdiccional se encuentra atravesada por el principio del contradictorio, lo que impide -en el caso- la aplicación de una pena mayor que la solicitada por el fiscal en el juicio. Se destacó también que desde la perspectiva del derecho de defensa, el ejercicio de la judicatura en estos términos garantiza un equilibrio dentro del proceso que, por otra parte, requiere un correlato entre la acusación y el fallo: “(…) Pues el derecho a ser oído reclama del órgano jurisdiccional un pronunciamiento que debe expedirse sobre el hecho y las circunstancias contenidas o delimitadas en la acusación, fijando entonces aquella regla el ámbito máximo de decisión del fallo penal”.

“De esta forma también determinaron que el derecho de defensa impone al juez juzgar de acuerdo al alcance que fija la acusación y cualquier intento por superar esa pretensión incurre en un ejercicio jurisdiccional extra o ultra petita. Por otro lado, ello implica la agravación de la situación del imputado sin que mediare un pedido expreso de quien se encuentra autorizado para hacerlo, en contra de la prohibición de la reformatio in peius”.

Por lo expuesto, corresponde hacer lugar al agravio, porque al imponer una pena superior a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal, la sentencia vulnera el principio acusatorio, el debido proceso y la inviolabilidad de la defensa en juicio conforme el criterio sentado por este Alto Cuerpo en los fallo citados, y revocar la misma respecto de la pena, condenándose a Ramón Marino Palacio como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de Iara Victoria López; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a Iara Victoria López (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), Arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de Sofía Belén Rodríguez condenándolo a sufrir la pena de veinticinco años de prisión, accesorias legales y costas. 
Respecto del resto de los agravios, debo destacar que en el texto del fallo no aparecen los vicios de falta de fundamentación sobre los hechos ocurridos, por el contrario, se han consignado suficientes las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas, por lo que el recurso articulado deviene improcedente, y debe ser rechazado. 

Por todo ello, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIONES por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que, en consecuencia, de conformidad a lo resuelto en la primera cuestión, corresponde: 1) HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso de casación interpuesto por el abogado defensor Dr. Juan Orlando Villegas, REVOCANDO la sentencia en crisis respecto de LA PENA IMPUESTA. 2) CONDENAR a  Ramón Marino Palacio como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de I.V.L.; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a I.V.L. (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), Arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de S.B.R., condenándolo a sufrir la pena de VEINTICINCO AÑOS DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS. 
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas a la recurrente vencida. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
A LA SEXTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que mediante ESCEXT N° 12705014, de fecha 09/10/19, el defensor del condenado Ramón Marino Palacio, Dr. Cándido Assat, interpone recurso de casación en contra de la sentencia condenatoria N° 19 dictada en fecha 04/10/19 por la Excma. Cámara del Crimen de Concarán, Tercera Circunscripción Judicial, integrada por el Veredicto de fecha 25/09/19 (actuación Nº 12582749) y los Fundamentos de fecha 04/10/19 (actuación Nº 12662308), que declaró a su pupilo CULPABLE como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de I.V.L.; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a I.V.L. (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), Arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de S.B.R., condenándolo a sufrir la pena de VEINTIOCHO AÑOS DE PRISIÓN, accesorias legales y costas procesales. 
Los fundamentos recursivos son presentados por ESCEXT Nº 12787928, en fecha 21/10/19. 

2) Que corresponde tratar en primer lugar la procedencia formal del recurso intentado, con el objeto de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos exigidos por la ley procesal vigente, en punto a la admisibilidad del recurso.

En este sentido, se advierte de las constancias del sistema IURIX, que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, conforme los plazos establecidos por el art. 430 del C.P.Crim. 

Asimismo, la pieza cuestionada proviene de una Cámara de Apelación y es definitiva. Además de ello, no es exigible el depósito cfr. art. 431 del CPCrim., lo que me conduce a concluir en la admisibilidad formal del recurso.

Por ello, VOTO a esta SEXTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEXTA CUESTIÓN.
A LA SÉPTIMA y OCTAVA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Agravios del recurrente: Manifiesta que el fallo vulnera las normas procesales referidas a la fundamentación y motivación de las sentencias: los arts. 398, 2° párrafo del C.P.P.N. y 123 del mismo cuerpo legal. Que asimismo, el art. 399 establece entre los requisitos que debe contener una sentencia “la exposición sucinta de los motivos de hecho y de derecho en que se fundamente”. Agrega que de esta forma se cumple con lo establecido como condición para acceder al control casatorio, ya que se trata de inobservancia de normas de carácter procesal que se encuentran amenazadas con pena de nulidad en forma expresa y cuya vulneración produce asimismo la afectación de la garantía constitucional del debido proceso, expresada en el artículo 18 de la Constitución Nacional (Art. 456, inciso 2do. del CPPN).
Sostiene que, en esencia, este deber implica que el juzgador debe expresar por escrito los motivos de su pronunciamiento, tanto los atinentes a la valoración de la prueba y determinación de los hechos como los de carácter jurídico que son su consecuencia. Y ello con el fin de preservar tanto la publicidad de los actos de gobierno, como la garantía de defensa en juicio.

Bajo el título IV.- LOS AGRAVIOS, expone como primer agravio que existe en el fallo falta de fundamentación sobre errónea aplicación de la ley sustantiva al no tener pruebas de cargo legítimas. Manifiesta al respecto que el Tribunal ha efectuado una arbitraria valoración de circunstancias de hecho y prueba dirimentes para la solución del presente pleito, causal esta de arbitrariedad, admitida por la Corte, según surge de los Fallos: 300:183, 226:772.
Expresa que se agravia por considerar que no se encuentra debidamente fundado ni acreditado, en forma de certeza plena que a RAMÓN MARINO PALACIO le corresponda el grado de participación criminal previsto en el art. 45 del C.P.; por el contrario los sentenciantes han tenido flagrante contradicción en la evaluación que hacen en algunas partes de la sentencia sobre las características personales de su defendido, como así también describen las funciones que le atribuyen en el hecho criminoso que claramente nulifican por infundado que PALACIO sea AUTOR. 
Postula que en las cuestiones preliminares del juicio oral ventilado, la defensa planteó insistente por su calidad de NULIDAD ABSOLUTA el fraude informático producido en la instrucción donde ha quedado plenamente acreditado que a la defensa se le impidió en forma grotesca el acceso al expediente por meses, violando en forma irremediable el DERECHO DE DEFENSA y el DEBIDO PROCESO. También ha quedado probado que al momento de llevarse a cabo la CÁMARA GESELL la presencia ineludible para el acto de la DEFENSA OFICIAL no se produjo y no solo eso sino que fue notificado el defensor oficial (aparentemente por vía de celular) quince minutos antes del acto.
Sostiene que la NULIDAD ABSOLUTA que se pide resulta diáfana ya que el perjuicio es contundente y abrumador, ya que al no acceder al expediente el imputado a través de su defensa, no pudo preguntar en un acto irrepetible, no pudo ofrecer pruebas esenciales ya que debían plantearse en ese momento o nunca; no obstante haberse planteados recursos de inconstitucionalidad y de queja sobre el particular y que el STJ no resolvió su fondo considerando que no había SENTENCIA DEFINITIVA. 

Alega que el corolario fue el juicio oral; ahí se violentaron normas de racionalidad, se permitió el ingreso de la prensa y de terceros en forma irrestricta; se permitió que alguien bajo tratamiento psiquiátrico (no acreditado) pusiera en escena un despliegue histriónico discontinuo y poco veraz y a tal punto llegó la hostilidad del tribunal que un miembro dijo textual ante la declaración de la presunta víctima: “…no llores, vos no tenés la culpa de nada de lo que TE PASÓ…”; es decir la arbitrariedad de adelantar el voto en medio del debate oral es un hecho inaudito.
En forma subsidiaria, y para el hipotético caso de que los planteos de nulidad no tuvieran acogida favorable, en virtud de todas las pruebas de descargo que se observan, y dado que el tribunal debe tener certeza apodíctica como irrefutable corolario de que el suceso endilgado a su asistido no pudo acaecer de otra manera, y en los términos de la doctrina señalada, más bien se observa art. 3 del Código de rito, solicita la absolución del mismo, por aplicación del principio “In dubio pro reo” contenido en el artículo 3 del Código Procesal Penal de la Nación. Formula reserva de caso federal.  
2) Traslado a la contraparte: En fecha 19/11/19, por actuación N° 13012743, contesta vista el Sr. Fiscal de Cámara, quien manifiesta respecto de los agravios expuestos por el Dr. Assat, afirma que estos agravios son inatendibles por las mismas razones expuestas al analizar los agravios del Dr. Villegas. Se han expuesto en términos generales sin que el abogado defensor haya expuesto concretamente los errores vertidos en la sentencia, los que afectan, en su caso, los intereses y derechos del defendido.
3) Dictamen del Sr. Procurador: Que en fecha 10/02/20, por actuación Nº 13418766, se expide el Sr. Procurador General de la Provincia quien opina que: “…que los Recursos de los Sres. Defensores pretenden fundarse en la mera discrepancia con la valoración de los hechos y la prueba que ha realizado la Cámara, y posterior encuadre legal, y no logran demostrar notorios apartamientos de la regla de la sana crítica y de la lógica que conmuevan la sentencia. Asimismo considera se debe rechazar los recursos incoados, pues el tribunal sentenciante no ha incurrido en falta de logicidad o inconsistencias en sus argumentaciones, no se ha apartado de las disposiciones legales ni de la sana critica al momento de ponderar los dichos de los testigos, la prueba instrumental y documental. Se observa, en el análisis del fallo, que los testimonios han sido integrados a través de un confronte critico, no se han fragmentado las pruebas, no se las ha analizado de manera aislada, sino que se las ha correlacionado entre sí de manera armónica, ello pone la sentencia a resguardo de la atribución de arbitrariedad.” 

4) Resolución del recurso: Si bien los agravios esgrimidos por el Dr. Assat coinciden en gran parte con los expuestos por el defensor técnico Dr. Juan Orlando Villegas, los que han sido tratados al analizar las cuestiones segunda y tercera, me permito agregar las siguientes consideraciones:

Sobre el agravio referido a la falta de fundamentación: conforme fue explicado supra, la sentencia cumple con los requisitos que impone el art. 361 del Cod. Pcesal. Crim., referidos a la enunciación y descripción de los hechos imputados, y a su motivación. 
La prueba indiciaria ha sido valorada conforme las reglas de la sana crítica, esto es, las reglas de la lógica, la experiencia común y la psicología. 

Considero que los Magistrados votantes, para arribar a la decisión que se cuestiona, han llevado a cabo un análisis integral de los informes médicos y psicológico psiquiátricos, y de las declaraciones de cada uno de los testigos y expertos que, en su conjunto, aportan una respuesta coherente a los planteos del recurrente, sin que el cuadro cargoso construido en contra de Ramón Marino Palacio se vea debilitado.

Tampoco incurre el fallo en una errónea aplicación de la ley sustantiva, ni en la arbitraria valoración de las circunstancias de hecho y de la prueba dirimente. A riesgo de ser reiterativa, considero que el tribunal contó con suficientes elementos de prueba para arribar a la convicción necesaria respecto de la materialidad de los hechos denunciados y la autoría responsable del imputado, por lo que -en suma- la crítica de la defensa no revela más que su disconformidad respecto de la valoración de la prueba que hicieron los jueces. 

La nulidad de la Cámara Gesell que alega este defensor técnico, tuvo análisis y tratamiento en las cuestiones segunda y tercera, por lo que me remito a lo allí expresado. 

Se agravia también la defensa sobre la pena impuesta: expresa que la pena de veintiocho años de prisión, es superior a la solicitada por el Sr. Fiscal de Cámara, quien pidió la pena de veinticinco años de prisión, accesorias legales y costas procesales. Que se vulnera de esta manera el criterio establecido por este Alto Cuerpo (con otra integración), plasmado en los autos “GARCIA, ERNESTO ARIEL-AV. HOMICIDIO CALIFICADO EN TENTATIVA-RECURSO DE CASACION” IURIX Nº PEX 151617/13, por sentencia STJSL-S.J. – S.D. Nº 177/16 de fecha 19/10/16. 
Estimo que el agravio debe ser respetado, conforme el criterio aplicado al resolver las cuestiones segunda y tercera, sentado en los precedentes de este Alto Cuerpo (con distinta integración) en el fallo citado “GARCIA, ERNESTO ARIEL – AV. HOMICIDIO CALIFICADO EN TENTATIVA – RECURSO DE CASACION” – IURIX N° PEX 151617/13 (STJSL-S.J. – S.D. Nº 177/16 de fecha 19/10/16) y reiterado en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN PEX: IMP. SÁNCHEZ PABLO MARTÍN - DAM. RINCÓN FELÍX CARLOS ALBERTO” – IURIX INC. 173283/2, por STJSL-S.J. – S.D. Nº 080/17, de fecha 26/09/17). 
Se ha sostenido que: “… la decisión del tribunal de superar la pretensión fiscal al imponer una pena más gravosa resulta, sin dudas, violatoria del derecho de defensa en juicio, el sistema acusatorio y el debido proceso legal, porque su intempestiva actuación no resultó consecuencia del debate contradictorio, impidiendo así un efectivo ejercicio de la defensa en punto a la individualización y proporcionalidad de la sanción finalmente escogida.” “…cualquier intento por superar la pretensión fiscal, deviene en un ejercicio jurisdiccional extra petita, e implica un agravamiento de la situación del imputado, en contra de la prohibición de la reformatio in peius.” (Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, Sala I, 23/10/19, causa Nº CCC 3.272/2010/TO1/CNC1, caratulada “VERA, León Cristóbal s/ recurso de casación”, en https://www.mpf.gob.ar/coordinacion/files/2019/12/Vera-s.1.pdf acceso 16/10/20). 

También se ha dicho que: “…la jurisdicción tiene una imposibilidad de ir más allá de la pretensión materializada por el acusador, toda vez que de lo contrario se afectarían disposiciones constitucionales que definen el objeto y el alcance de la jurisdicción de los jueces del Poder Judicial de la Nación, en concreto el principio del ne procedat iudex ex officio derivado del modelo constitucional de separación de poderes (arts.116 y 117 de la CN), las que como regla impiden que el tribunal aplique una pena más grave que la pedida por el acusador, ya que no le corresponde a la jurisdicción sustituir las pretensiones formuladas por las partes […], aunque las considere insuficientes…” (Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal Sala II, 07/08/19 causa CCC   44000/2015/TO1/CNC3, “Gamdzyk, Edgar Ramón s/ Lesiones agravadas”, en https://www.mpf.gob.ar/coordinacion/files/2019/12/Reg.-n%C2%B0-1029.2019-Gamdzyk.pdf acceso 16/10/20). 
Por lo expuesto, corresponde hacer lugar al agravio, porque al imponer una pena superior a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal, la sentencia vulnera el principio acusatorio, el debido proceso y la inviolabilidad de la defensa en juicio conforme el criterio sentado por este Alto Cuerpo en los fallo citados, y REVOCAR la misma respecto de la pena, condenándose a Ramón Marino Palacio como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de I.V.L; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a I.V.L. (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), Arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de Sofía Belén Rodríguez, condenándolo a sufrir la pena de veinticinco años de prisión, accesorias legales y costas. 
Con relación al resto de los agravios expuestos por el defensor de confianza del imputado, Dr. Candido Assat, debo destacar que en el texto del fallo no aparecen los vicios de falta de fundamentación, ni la errónea aplicación de la ley sustantiva, ni la arbitraria valoración de las circunstancias de hecho y de la prueba dirimente; por el contrario, se han consignado suficientes las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas, por lo que el recurso articulado deviene improcedente, y debe ser rechazado.
Por todo ello VOTO a estas SÉPTIMA y OCTAVA CUESTIONES PARCIALMENTE por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SÉPTIMA y OCTAVA CUESTIÓN.
A LA NOVENA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que, en consecuencia, de conformidad a lo resuelto en las cuestiones SÉPTIMA y OCTAVA, corresponde: 1) HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso de casación interpuesto por el abogado defensor Dr. Cándido Assat, REVOCANDO la sentencia en crisis respecto de LA PENA IMPUESTA. 2) CONDENAR a Ramón Marino Palacio como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de I.V.L.; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a I.V.L. (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de S.B.R., condenándolo  a sufrir la pena de VEINTICINCO AÑOS DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta NOVENA CUESTIÓN.
A LA DÉCIMA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas a la recurrente vencida. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta DÉCIMA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, veinte de noviembre de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso de casación interpuesto por el abogado defensor Dr. Juan Orlando Villegas, REVOCANDO la sentencia en crisis respecto de LA PENA IMPUESTA. 
II) CONDENAR a Ramón Marino Palacio como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de I.V.L.; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a I.V.L. (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), Arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de S.B.R., condenándolo a sufrir la pena de VEINTICINCO AÑOS DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS.
III) Costas a la recurrente vencida.
IV) HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso de casación interpuesto por el abogado defensor Dr. Cándido Assat, REVOCANDO la sentencia en crisis respecto de LA PENA IMPUESTA. 
V) CONDENAR a Ramón Marino Palacio como autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR EL USO DE ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL (arts. 119 tercer y cuarto párrafo, inc. “d”, 45 y 55 del Código Penal), en perjuicio de I.V.L.; y autor material y penalmente responsable del delito de ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR HABER PROVOCADO UN GRAVE DAÑO EN LA SALUD MENTAL DE LA VÍCTIMA Y POR HABER SIDO COMETIDO CON ARMAS, en al menos DOS HECHOS EN CONCURSO REAL, hechos que a la vez CONCURREN EN FORMA REAL con los hechos que damnifican a I.V.L. (artículo 119, párrafos 1ro, 3ro y 4to, incisos a) y d), arts. 45 y 55 del Código Penal del Código Penal), en perjuicio de S.B.R., condenándolo a sufrir la pena de VEINTICINCO AÑOS DE PRISIÓN, ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS.
VI) Costas a la recurrente vencida. 

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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